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Lima, veintitrés de julio de dos mil diecinueve 
 

      VISTOS: el recurso de nulidad 
interpuesto por la señora representante de la Procuraduría Pública 
Especializada en Delitos de Corrupción de Funcionarios contra la 
sentencia emitida el seis de diciembre de dos mil diecisiete por los 
señores jueces que integraron la Sala Penal de Apelaciones y 
Liquidadora de Bagua de la Corte Superior de Justicia de Amazonas, 
que absolvió a Pedro Esamat Ahuananch, Juan Yambisa Mangash y 
Marcial Petsa Tsejem de la imputación por la presunta comisión de los 
delitos contra la administración pública en las modalidades de 
peculado doloso y malversación de fondos, en perjuicio de la 
Municipalidad Distrital de Río Santiago (provincia de Condorcanqui). 
Intervino como ponente el señor juez supremo Sequeiros Vargas. 
 

CONSIDERANDO 
 

Primero. Fundamentos de impugnación 
La recurrente pretende la nulidad de la sentencia emitida a nivel 
superior y, en consecuencia, que se ordene la realización de un 
nuevo juicio. Argumenta lo siguiente: 
1.1. Conforme a la acusación fiscal, durante los años mil 

novecientos noventa y seis a mil novecientos noventa y ocho, 
los procesados desempeñaron la función de regidores en la 
comuna agraviada y no cumplieron con fiscalizar los malos 
manejos de dinero y bienes públicos. 

1.2. Esta omisión generó pérdidas al Estado que deben ser 
computadas mediante una pericia contable minuciosa, 
completa y suficiente a fin de determinar su responsabilidad 

Peculado a favor de tercero 
 

i)   La lógica principista del tipo penal de 
peculado radica en la sanción de aquellas 
conductas en las que un funcionario o 
servidor público se apropia o utiliza en 
cualquier forma, para sí o para otro, bienes 
estatales que le hayan sido confiados por 
razón de su cargo. 
ii)   El objeto material del delito de 
peculado lo constituyen los bienes sobre los 
que recae el uso o apropiación. El objeto de 
prueba en juicio será la acreditación del 
empleo o apropiación de los caudales o 
efectos públicos que se imputa al servidor o 
funcionario público. 
iii)   El Acuerdo Plenario número 4-2005/CJ-
116 establece que la apropiación a favor de 
un tercero se refiere al acto de traslado del 
bien, de dominio parcial y de tránsito al 
dominio final a favor de dicho tercero. 
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previa obtención documental, toda vez que los medios 
actuados en juicio resultan insuficientes. 

1.3. La sentencia no cumple con el deber de motivación, dado que 
expresa hechos generales sin detallar las razones concretas de 
la absolución de los encausados. 

 

Segundo. Acusación  
2.1.  Hechos imputados 

El Ministerio Público imputa a Pedro Esamat Ahuananch, Juan 
Yambisa Mangash y Marcial Petsa Tsejem que, en su condición de 
regidores de la Municipalidad Distrital de Río Santiago, en el periodo 
comprendido entre los años mil novecientos noventa y seis a mil 
novecientos noventa y ocho, no cumplieron con su rol a cabalidad, 
dado que no controlaron ni fiscalizaron los malos manejos efectuados 
por el también regidor Arturo Antonio Andrei sobre la distribución 
ilegal del Programa de Vaso de Leche. Por el contrario, se pusieron 
de acuerdo con él con la finalidad de participar en los malos 
manejos y la dilapidación que realizaban Juan Tuchia Oscate y Roger 
Alarcón Flores. 
 

Los regidores imputados tampoco llevaron a cabo el control interno a 
fin de exigir la rendición de cuentas documentadas y el informe sobre 
las actividades desarrolladas en las comisiones de servicios dentro del 
plazo establecido por ley. De esta manera, demostraron que 
utilizaron el dinero de la entidad agraviada en beneficio propio o de 
un tercero por el monto de S/ 23 943.80 (veintitrés mil novecientos cuarenta y 
tres soles con ochenta céntimos). 

 

2.2.  Opinión fiscal 
El señor fiscal supremo representante de la Primera Fiscalía 
Suprema en lo Penal, al formular su Dictamen número 289-2019-
MP-FN-1FSP, opinó porque se declare no haber nulidad en la 
sentencia impugnada. 

 

Tercero. Fundamentos del Tribunal Supremo  
3.1.  La lógica principista del tipo penal de peculado radica en la 

sanción de aquellas conductas en las que un funcionario o 
servidor público se apropia o utiliza en cualquier forma, para sí 
o para otro, bienes estatales que le hayan sido confiados por 
razón de su cargo. 

3.2.  El objeto material del delito de peculado lo constituyen los 
bienes sobre los que recae el uso o apropiación. El objeto de 
prueba en juicio será la acreditación del empleo o apropiación 
de los caudales o efectos públicos que se imputa al servidor o 
funcionario público.  

3.3.  En el presente caso, no se imputa a los encausados haberse 
apropiado del dinero público, sino la omisión de su rol 
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fiscalizador como regidores de una municipalidad y ello no es 
compatible con la apropiación a favor de un tercero. 

3.4.  El Acuerdo Plenario número 4-2005/CJ-116 establece que la 
apropiación a favor de un tercero se refiere al acto de traslado 
del bien, de dominio parcial y de tránsito al dominio final a 
favor de dicho tercero. Bajo tal premisa, se aprecia que la 
imputación fáctica no se condice. 

3.5.  La exigencia de la acreditación de una pericia contable no es 
trascendente, dado que el tipo penal de peculado no protege 
el patrimonio del Estado exclusivamente; sino el actuar del 
funcionario público en su protección. Por tanto, este agravio no 
resulta amparable. 

3.6.  El peritaje contable en el que se funda la pretensión de la 
accionante concluyó lo siguiente: 
i. Observaciones. La Unidad de Tesorería de la Municipalidad 

Distrital de Río Santiago entregó recursos financieros por las 
sumas de S/ 81 252.11 (ochenta y un mil doscientos cincuenta y dos 

soles con once céntimos) y S/ 23 943.80 (veintitrés mil novecientos 

cuarenta y tres soles con ochenta céntimos) de la fuente de 
financiamiento del Fondo de Compensación Municipal (en 

adelante, Foncomún) por concepto de viáticos y anticipos al 
exalcalde, el contador, los regidores, los trabajadores y 
demás proveedores de servicios, quienes no cumplieron con 
efectuar su rendición de cuentas ni el informe de las 
actividades que realizaron, y atribuyeron tal defecto a la 
falta de control interno de la entidad. 

ii. Conclusiones. La existencia de recursos públicos de la 
fuente de financiamiento del Foncomún por el importe  
de S/ 81 252.11 (ochenta y un mil doscientos cincuenta y dos soles 

con once céntimos) que se entregaron al exalcalde, el 
contador, los regidores, los trabajadores y demás 
proveedores de servicios como viáticos hasta la fecha no 
han sido regularizados con su respectiva rendición de 
cuentas y se desconoce su destino. 

iii. La existencia de recursos públicos de la fuente de 
financiamiento del Foncomún por el importe de S/ 23 943.80 
(veintitrés mil novecientos cuarenta y tres soles con ochenta céntimos) 
que se entregaron al alcalde Juan Tuchia Oscate, los 
regidores, los trabajadores y demás proveedores, cuya 
documentación sustentadora del gasto carece de la firma 
de aceptación del que cobró el dinero, y por ello se 
sustentó indebidamente. 

iv. En el ítem A-2 refiere la existencia de documentación 
sustentatoria del gasto que carece de la firma del 
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beneficiario que retiró el dinero de la Unidad de Tesorería. 
Además, se indicó que del análisis introspectivo a la 
documentación sustentatoria del gasto de los ejercicios 
económicos 1996, 1997 y 1998 se determinó que el 
exalcalde Juan Tuchia Oscate, los regidores y demás 
trabajadores han cobrado recursos financieros de la fuente 
de financiamiento del Foncomún por un importe que 
asciende a la suma de S/ 23 943.80 (veintitrés mil novecientos 

cuarenta y tres soles con ochenta céntimos) sin acreditar con sus 
firmas las planillas de comisión de servicios y las 
declaraciones juradas. De esta situación se responsabiliza al 
tesorero y contador porque antes de elaborar los asientos 
contables debió cerciorarse de que la documentación 
sustentatoria del gasto estuviera conforme a las normas que 
exige el reglamento de comprobantes de pago. 

 

3.7.  Sin embargo, como bien sostiene el señor representante del 
Ministerio Público a nivel supremo, no se logró acreditar que los 
ahora procesados hubieran ocasionado perjuicio al Estado y, 
aunque el dinero fue entregado lícitamente por la Unidad de 
Tesorería de la municipalidad agraviada a los regidores, no se 
precisó si los ahora procesados estuvieron comprendidos en tal 
entrega. 
 

3.8.  Asimismo, es importante la conclusión pericial referida a la 
responsabilidad administrativa del tesorero y contador de la 
entidad por no proceder conforme a la norma de los 
comprobantes de pago. Por ello, este defecto de terceras 
personas no sustenta en sí la penalidad que se imputa. 
 

3.9.  La parte civil pretende que se realice un nuevo juicio en el que 
se disponga la realización de una pericia. Empero, como da 
cuenta el señor fiscal supremo, la documentación sustentatoria 
de la pericia carece de firmas de conformidad de la recepción 
de dinero; y, atendiendo a que los hechos datan de los años 
mil novecientos noventa y seis a mil novecientos noventa y 
ocho y hasta la actualidad transcurrieron aproximadamente 
veintiún años, no resulta razonable amparar la pretensión de un 
nuevo juicio, tanto más si los agravios que expuso la accionante 
en su recurso no expresan una trascendencia que permita 
superar este lapso. 
 

3.10.  Finalmente, este Colegiado Supremo no emitirá 
pronunciamiento respecto al delito de malversación de fondos, 
puesto que el recurso no ha cuestionado tal extremo. 
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DECISIÓN 
 

Por estos fundamentos, los jueces integrantes de la Sala Penal 
Permanente de la Corte Suprema de Justicia de la República, de 
conformidad con la opinión del señor representante del Ministerio 
Público: 
 

I. DECLARARON NO HABER NULIDAD en la sentencia emitida el seis 
de diciembre de dos mil diecisiete por los señores jueces que 
integraron la Sala Penal de Apelaciones y Liquidadora de Bagua 
de la Corte Superior de Justicia de Amazonas, que absolvió a 
Pedro Esamat Ahuananch, Juan Yambisa Mangash y Marcial 
Petsa Tsejem de la imputación por la presunta comisión de los 
delitos contra la administración pública en las modalidades de 
peculado doloso y malversación de fondos, en perjuicio de la 
Municipalidad Distrital de Río Santiago (provincia de Condorcanqui). 
 

 

II. DISPUSIERON que se transcriba la presente ejecutoria al Tribunal 
de origen. Hágase saber.  

 

 
S. S. 
SAN MARTÍN CASTRO 
 
FIGUEROA NAVARRO 
 
PRÍNCIPE TRUJILLO 
 
SEQUEIROS VARGAS 
 
CHÁVEZ MELLA 
 
IASV/WHCh  


